LEGISLATURA DEL CONGRESO
DICTAMEN DE 

INICIATIVA PRESENTADA POR EL LIC. ENRIQUE ALVAREZ DEL CASTILLO- GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO

CON FECHA:   5 DE MARZO DE 1983

DECRETO: 11246

CONSTITUCION POLITICA DEL ESTADO DE JALISCO

CIUDADANOS DIPUTADOS:

A la Comisión de Estudios Legislativos, Puntos Constitucionales y Reglamentos que suscribe, fue turnada la iniciativa enviada a esta H. Legislatura por el Ejecutivo de la Entidad, proponiendo reformar el Título Séptimo de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Jalisco. 


La Iniciativa de referencia tiene por objeto adecuar nuestra Constitución Política Local de acuerdo con las características y realidad Estatales, para así cumplimentar lo preceptuado por el Artículo 3° Transitorio del Decreto expedido por el H. Congreso de la Unión, reformado y adicionado el Título Cuarto de nuestra Carta Magna y diversas disposiciones de la misma, todas relacionadas con las responsabilidades de los servidores públicos.


Para fundamentar el dictamen que proponemos a la elevada consideración de esa Honorable Asamblea, es necesario establecer los siguientes
A N T E C E D E N T E S


PRIMERO.- El Poder Constituyente Permanente que prevé el Artículo 135 Constitucional ha operado ya y elevó a rango constitucional las reformas y  adiciones a los Artículos 22, 73 fracción VI base 4ª., 74 fracción V, 76 fracción VII, 94, 97, 108, 109, 110, 111, 112, 113, 114, 127 y 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.


SEGUNDO.- Para adecuar nuestra Constitución Local a dichas reformas, atendiendo la exigencia establecida por el Artículo 3° transitorio del Decreto citado y dentro del término que dicho precepto  fija, el C. Gobernador del Estado envío a este Honorable Congreso una iniciativa que, por su importancia, se  transcribe íntegramente.

A la que dice:


“El Ciudadano Presidente de la República, Licenciado Miguel de la Madrid Hurtado, ha iniciado una política de renovación del país en diversos aspectos, dando preponderancia a la moral de la sociedad, y con ese objetivo se han venido implementando medidas para atacar los daños que causa la corrupción en el bienestar y la convivencia social”.


“Para erradicar la corrupción de la conciencia nacional, se renovaron leyes e instituciones, como bases para realizar nuestro valores nacionales; y siendo la Constitución General de la República el fundamento de nuestras instituciones, el primer paso para la renovación moral se dio, mediante reformas a  dicho documento fundamental, que debe ser el punto de  partida de las modificaciones legales a las Constituciones de los Estados y a las Leyes secundarias que rigen las instituciones tutelares de los valores morales de la sociedad”.


“Por los motivos expresados, se reformó el TITULO CUARTO de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que se refiere a las Responsabilidades de los Servidores Públicos y que contenía las bases para sancionarlos por el incumplimiento de sus obligaciones, emitido desde hace casi sesenta y seis años, habiendo sufrido desde entonces variaciones uno solo de sus siete artículos, en lo que se refiere a cuestiones procesales”.


“Se estableció en la iniciativa presidencial la obligación de servir con legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad, economía  y eficacia los intereses del pueblo, fijando una medida igual para todo servidor público, independiente de su jerarquía, rango, origen, lugar, de su empleo, cargo o comisión, inspirándose  en un principio igualitario, a la vez que se establecen las responsabilidades políticas, penales y administrativas que puedan resultar de las obligaciones comunes de todo servidor público”.

Se reordenó el Título Cuarto, determinando los sujetos a las responsabilidades por el servicio público, la naturaleza de las mismas, las bases de la responsabilidad penal por enriquecimiento ilícito, el juicio para exigir las responsabilidades políticas y la naturaleza de las sanciones correspondientes, la sujeción de los servidores públicos a las sanciones penales y las bases respectivas, la naturaleza de las sanciones administrativas y los procedimientos para aplicarlas, los plazos de prescripción para exigir tales responsabilidades. Igualmente se establecieron los principios y procedimientos constitucionales en cada tipo de responsabilidad y en quien descansa la competencia en cada caso,  determinando cómo se garantiza la protección constitucional, para que la acción penal no se confunda con la acción política y, acerca de la sujeción  a responsabilidades civiles de un servidor público durante el ejercicio de su empleo, cargo o comisión”.


“Se dejó claro el principio de responsabilidad por el manejo de fondos y recursos federales y se sentaron las bases para establecer las obligaciones igualitarias para sujetar a los que desempeñen un empleo, cargo o comisión en el servicio público, tanto en el gobierno como en la administración pública paraestatal. Conforme el equilibrio de los poderes constituidos, los magistrados de los tribunales de justicia locales, quedaron sujetos a responsabilidad por violaciones al pacto federal y a las leyes federales, como ya lo estaban los gobernadores de los Estados y los Diputados a las legislaturas locales”. 


“Para cubrir un vacío sobre las responsabilidades por el manejo indebido de fondos y recursos federales, se establecieron bases para que no queden impunes los servidores públicos por no aplicarlos como es debido”.


“Se atendió la política de descentralización de la vida nacional otorgando una responsabilidad creciente a los gobiernos estatales y municipales para gobernar democráticamente el destino de sus comunidades; a la vez que se fortalecen las responsabilidades gubernamentales estatales, sin que se confunda la descentralización con la responsabilidad por el manejo de fondos y recursos federales”.

“Conforme al principio de soberanía de los Estados y de libertad de los municipios  para gobernar sobre los asuntos de sus comunidades locales, se dejó a salvo su competencia para hacer valer las demandas de dichas comunidades sobre prevención y sanción por corrupción de los malos servidores públicos”.


“Conforme al respeto que se debe a la soberanía de los Estados, se establecieron las competencias del Congreso de la Unión y las Legislaturas de los Estados, así como el ámbito de los mismos para la exigencia de responsabilidad política, penal y administrativa por el incumplimiento de las obligaciones de los servidores públicos; a la vez que se establecieron las bases para que la sociedad nacional pueda exigir responsabilidad a quienes sirven los intereses públicos, bajo cualquier forma en que se sirva y a cualquier nivel de gobierno”.


“Se eliminó la terminología que distinguía “Delitos y faltas oficiales”  y “Delitos comunes estableciendo que corresponde a la legislación penal determinar las sanciones y procedimientos para aplicar aquellas por cualquier delito cometido por servidores públicos, bien sea con motivo de su encargo o fuera del él”.


“Se establecieron vías políticas y administrativas distintas y autonomías entre sí, para exigir las responsabilidades mediante juicio político o mediante procedimiento administrativo para sancionar las obligaciones de salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, economía y eficacia a cargo de los servidores públicos”.


“Para prevenir y sancionar la corrupción pública se determinó la autonomía de los procedimientos respectivos en lo político, lo penal y lo administrativo, garantizándose que no pueden imponerse dos veces a una misma conducta sanciones de una misma naturaleza por los procedimientos autónomos facultados para aplicarlas”.


“Se configuró constitucionalmente el “Enriquecimiento ilícito” de los servidores públicos, como base para sancionar conducta corrupta y reintegrar al pueblo los bienes que se sustraigan del patrimonio nacional, considerando que es una exigencia ineludible del pueblo”.


“Se determinó quienes pueden quedar sujetos al juicio político, comprendiendo a los servidores públicos que despachan asuntos de interés público fundamental; sin prever casuísticamente a nivel constitucional los cargos políticos públicos que puedan acarrear responsabilidad política, por la misma mecánica del ordenamiento constitucional.”.

“Se adecuó la terminología de las instancias instructoras  y enjuiciadoras, denominándolas “Jurado de Acusación” y “Jurado de Sentencia”..


“Se establecieron los principios reguladores de las responsabilidades penales de los servidores públicos, eliminando las prerrogativas de éstos frente al resto de la población para ser procesados penalmente por los delitos en que incurran, manteniendo únicamente el procedimiento previo de procedencia para aquellos, en los que debe prevenirse que la acción penal no se deforme, utilizándola con fines políticos”.

“Se atendió a la graduación de la sanción de los delitos en que incurran los servidores públicos, con motivo de su empleo, cargo o comisión, sentando las bases para ello, para hacerlas equitativas y preventivas para accionar disuasivamente respecto a los  frutos de la corrupción, e implicando sanciones con costos superiores al lucro obtenido”.


“Para equilibrar los poderes de la unión, se eliminó la potestad expresa del Presidente de la República para pedir la destitución por mala conducta de los servidores públicos en el poder judicial, revigorizando a éste”.


“Se establecieron medidas para que el despacho de los intereses públicos fundamentales no se utilice como medio de impunidad frente al delito que cometan servidores públicos que han dejado de despachar asuntos de dicha naturaleza, y para tal efecto, se estableció que quienes tienen protección constitucional necesaria para el adecuado desempeño de su encargo no disfrutarán de ella cuando estén separados del mismo”.


“Se sentaron las bases constitucionales para identificar, investigar y sancionar regularmente, por la vía administrativa, el cumplimiento de las obligaciones de los servidores públicos de desempeñar su empleo, cargo o comisión, salvaguardando la legalidad, honradez, lealtad, economía y eficacia: estableciendo los procedimientos para identificar los actos u omisiones en contravención con esas obligaciones y la naturaleza de las sanciones aplicables; guardando los principios de equidad, prevención y progresividad para tratar la conducta corrupta establecidos para las sanciones penales”.

“Quedó claro que el procedimiento administrativo es autónomo de lo político y de lo penal, ofreciendo las garantías constitucionales de los artículos 14 y 16, sin que se ataque la libertad del responsable por el seguimiento de la vía administrativa, como ocurre con motivo de la vía penal; independientemente de la autonomía para que las responsabilidades se puedan exigir por cualquiera de las dos vías, siguiendo el principio ya  mencionado, de que no se puede castigar una misma conducta con sanciones de la misma naturaleza.

Se aprobaron medidas sobre prescripción para los delitos cometidos por los servidores públicos con fuero. Se determinó el plazo para iniciar el juicio político y el ámbito del procedimiento. Se reguló la prescripción de la responsabilidad administrativa. Se normó el procedimiento para la restitución de los bienes apropiados ilícitamente, considerándolo como pena no confiscatoria. Se introdujeron modificaciones de ajuste de las nuevas normas en lo relativo a las responsabilidades de Jueces y Magistrados, previendo el régimen especial para los funcionarios judiciales. Con el  mismo propósito, se otorgaron facultades al Congreso de la Unión en relación a sus miembros en lo que toca al juicio político. Se reformó el sistema del presupuesto de egresos de la Federación en lo que toca a las remuneraciones del Presidente de la República, los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los Diputados y Senadores al Congreso de la Unión, rigiéndolos por las mismas bases a que están sujetas las remuneraciones de cualquier servidor público. Se atendió a la necesidad de fijar una remuneración digna y adecuada para los servidores públicos y se señaló la obligación de éstos de ser aptos, diligentes, responsables y respetuosos en el desempeño de sus funciones; así como se  legisló respecto a las condiciones de admisión remoción y promoción en el servicio público, con objeto de que el patrimonio del pueblo se maneje como es debido”.


“Se propuso un servicio civil de carrera, con el objetivo final de que el servidor público sea ejemplo de moralidad social, ofreciéndole condiciones de trabajo dignas y adecuadas”.


“Se establecieron los principios de eficacia y honradez en el manejo de los recursos públicos y se amplió la licitación pública abierta en relación a las adquisiciones, arrendamientos,  enajenaciones, prestación de servicio y contratación de obra, a la vez que se aseguraron condiciones mejores en las licitaciones para el mejor manejo de los recursos del pueblo y la garantía de las más optimas condiciones para el Estado. Se estableció la paz constitucional para perfeccionar y registrar los controles programativos, presupuestos, contables y de auditoria sobre la gestión pública, otorgando la responsabilidad a  las entidades y empresas públicas”.


Los principios básicos de la renovación moral, se fundaron en tres responsabilidades fundamentales que son las siguientes:


“La primera es prevenir la corrupción en sus relaciones con la sociedad. Para ello, la Administración pública debe ser honesta, profesional y eficaz; se deben remover cargas burocráticas que agobian a la sociedad. Es indispensable poner a disposición del pueblo el poder del Estado para que sea el mismo la gran fuente de protección de sus derechos”.


“La segunda es identificar, investigar, procesar y sancionar con legalidad, eficiencia, severidad e imparcialidad, la corrupción”.


“La tercera es utilizar todos los medios a su  alcance para que la sociedad, en especial  la niñez y la juventud, refuercen su formación en  los valores nacionales, fundamentales y en las responsabilidades individuales y sociales que ellos imponen”.


“Quedó bien claro que los fondos públicos y el poder del Estado para defender al bien común, son patrimonio del pueblo, que tiene el derecho inalienable sobre aquellos y que hacer que los derechos del pueblo prevalezcan, es tarea fundamental de la renovación moral. Además, se tuvo como objetivo que al servidor público y al particular les convenga más comportarse con honradez, que corromperse”.

“Hasta aquí se ha venido haciendo referencia a los motivos que fundaron las reformas al Título Cuarto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Las mismas conllevan la obligación de los Estados que integran el pacto federal, de adecuar sus constituciones locales y las leyes que de las mismas emanan a la máxima codificación federal, para seguir las ideas renovadoras que son el nuevo marco en el que se desenvuelve el Gobierno de la República”.


“El Estado de Jalisco no debe quedar atrás en la renovación moral que se pretende para toda la nación y en todos los ámbitos de la conducta humana que tienen impacto sobre la moral social”.


“Como estamos en el umbral de un nuevo período de gobierno del Estado, se propone una reforma al Título Séptimo de la Constitución Política del Estado, que se refiere a las responsabilidades de los servidores públicos, para fundamentar modificaciones legales a las leyes secundarias relativas. Dicha reforma a la Constitución Local debe seguir los lineamientos  generales del nuevo Título Cuarto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pero con las adecuaciones que son necesarias para hacerlo congruente con las condiciones particulares de esta entidad Federativa”.


“Para los efectos señalados, se determinó la denominación de servidores públicos para los representantes de elección popular, los miembros del Poder Judicial del Estado, funcionarios y empleados, y en general para quienes desempeñan un cargo o comisión de cualquier naturaleza en la administración pública estatal o en los  municipios; estableciendo una limitante en relación a los delitos por los que puede ser acusado el Gobernador del Estado”.


“Se señalaron las prevenciones que debe contener la Ley de Responsabilidades de los servidores públicos y las demás normas para  sancionar a quienes tengan tal carácter, diferenciando los siguientes procedimientos:


“El juicio político y los casos en que los servidores públicos puedan quedar comprendidos en el mismo, así como las conductas excepcionales que no pueden dar lugar a ese tipo de procedimiento”.


“Quedó de manifiesto que la comisión de delito por parte de cualquier servidor público, debe ser perseguida y sancionada en los términos de la legislación penal”.


“Se  estableció la aplicación de sanciones administrativas por actos u omisiones de los servidores públicos que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deben observar en el desempeño de sus empleos,  cargos o comisiones”.


“En consonancia con la constitución federal, se aclaró que la aplicación de las sanciones mencionadas debe desarrollarse en forma autónoma, pero a diferencia del procedimiento federal, se determinó que en el caso de que en el juicio político se imponga destitución o inhabilitación, ya no podrán imponerse esas penas por la Autoridad Judicial. La razón de esta limitante es obvia”.


“Se repitió en la reforma a la Constitución local el principio de que no podrán imponerse dos veces por una sola conducta, sanciones de  la misma naturaleza”.


“Se fijaron las bases para que las leyes respectivas determinen los casos en que deba sancionarse penalmente por enriquecimiento ilícito a los servidores públicos”.


“Se señaló con precisión quiénes de los servidores públicos puedan estar sujetos al juicio político y las sanciones que pueden imponerse en ese procedimiento”.


“Se dejó a cargo de la Comisión de Responsabilidades del Congreso, la procedencia de la acusación y la forma como debe hacerse; quedando la competencia del Congreso el erigirse en Jurado de Sentencia, después de sustanciar el procedimiento  respectivo con audiencia al inculpado para aplicar la sanción correspondiente”.


“Se estableció el requisito de procedibilidad consistente en la declaración que debe emitir el Congreso para que pueda procederse penalmente en contra de los servidores públicos que gocen de fuero, y que en la propia constitución local se determina”.


“Se señalan en ésta iniciativa los efectos de la declaración cuando se emite en el sentido de que debe procederse en contra del inculpado”.


“Se comprenden las sanciones penales que pueden aplicarse y las sanciones económicas por los delitos patrimoniales que en su caso se cometan”.


“Se dejan a salvo de la intervención del Congreso aquellos eventos en que los servidores públicos se encuentren separados de sus cargo y cómo debe procederse cuando vuelvan a desempeñar funciones,  se nombren o sean electos para otro cargo de los que se encuentran especificados expresamente en la reforma propuesta”.


“Se dispone que en la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos, a fin de salvaguardar la honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia de los mismos, en el desempeño de sus funciones, empleos, cargos o comisiones se determinan las sanciones administrativas aplicables por los actos u omisiones  indebidos en los actos en que incurren, así como los procedimientos y las autoridades para aplicarlas, determinando qué tipo de sanciones pueden imponerse y los factores que deben tenerse en cuanta para el efecto”.


“Se señalan los términos y plazos en los que puede iniciarse el juicio político, en los que pueda exigirse la responsabilidad penal y cómo opera la prescripción por la responsabilidad administrativa”.


“Quedan vigentes en la Constitución los requisitos de procedibilidad en relación al  juez y al agente del ministerio público, de acuerdo con los permisos que se requieran para  separarlos de sus funciones y someterlos a los tribunales comunes”.


“Respetando la soberanía municipal, se deja a la Ley Orgánica Municipal el precisar, para los efectos de sus responsabilidades, el carácter de servidores públicos de quienes desempeñen empleo, cargo o comisión en los municipios”.


“Finalmente se establece la ausencia de fuero o inmunidad en los juicios del orden civil, dada su naturaleza”.


“Destaca la inatacabilidad de las declaraciones y resoluciones que pronuncie el Congreso del Estado y su Comisión de Responsabilidades, para darles absoluta  firmeza y por la autonomía de las decisiones del Poder Legislativo”.

“Ciudadanos Diputados, siendo un imperativo el poner en vigencia en la forma más inmediata posible las disposiciones relativas,  con fundamento en lo dispuesto por el Artículo 16, Fracción II de la Constitución Política del Estado de Jalisco, a ustedes, Ciudadanos, Diputados, me permito enviar el siguiente proyecto de Decreto a fin de que se sujete al procedimiento señalado por el Artículo 66 de la propia Constitución por tratarse de reformas  a nuestra Ley fundamental”.

INICIATIVA DE DECRETO

QUE REFORMA EL TITULO SEPTIMO DE LA CONSTITUCION POLITICA DEL ESTADO DE JALISCO.
